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Resumen 
La población de Juradó, golpeada por el olvido estatal durante décadas, también fue víctima 
de un conflicto armado del que no tomaban parte. Junto a esto, el olvido de la sociedad 
colombiana se presenta como otro crimen ante las cicatrices de los juradenses. El artículo 
busca identificar los parámetros de la Ley 1448 del 2011, Unidad para las Víctimas, en 
torno a la creación del Centro para la Memoria Histórica del municipio para la búsqueda de 
la verdad, justicia y no repetición y a través del cual se puede definir los eventos 
significativos y las experiencias de las víctimas del conflicto armado durante los sucesos 
violentos ocurridos en Juradó en 1996 y 1999.  




The population of Juradó, hit by the state forgetfulness during decades, also was victim of 
an armed conflict of which they did not take part. Along with this, the neglect of 
Colombian society is presented as another crime before the scars of the Juradenses. The 
article seeks to identify the parameters of Law 1448 of 2011, Unit for Victims, around the 
creation of the Center for Historical Memory of the municipality for the search for truth, 
justice and non-repetition and through which you can define the significant events and the 
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experiences of the victims of the armed conflict during the violent events that occurred in 
Juradó in 1996 and 1999. 
 





El mal sufrido debe inscribirse en la memoria colectiva, pero para dar una nueva 
oportunidad al porvenir. 
Tzvetan Todorov (Basta ya, Colombia) 
 
Para nadie es un secreto que Colombia afronta una etapa decisiva para la superación 
del largo y desgastante conflicto interno de más de 60 años de historia. El  último lustro ha 
significado para las diferentes fuerzas políticas nacionales, los diversos sectores de la 
población civil, las partes del conflicto armado y para la comunidad internacional, un punto 
de inflexión en torno a la manera en que la sociedad colombiana asumirá el fin de un 
conflicto armado y, en particular, la manera en que afrontará el pasado y sanará las heridas 
de la guerra para afrontar el futuro.  
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Los más de 220.000 muertos resultado del conflicto armado, sumado a los casi 
cinco millones de desplazados por la violencia armada, se muestran como una necesidad 
más que válida para repensar la nación y la sociedad colombiana, con sus aciertos y sus 
errores (Centro Nacional de Memoria Histórica, 2013, p. 13)..  
En este importante contexto la memoria histórica ha tomado un papel importante 
como una experiencia del posconflicto y como “factor explícito de denuncia y afirmación 
de diferencias”. Como lo plantea Sánchez la memoria histórica en Colombia nace como 
“una respuesta militante a la cotidianidad de la guerra y al silencio que se quiso imponer 
sobre muchas víctimas” (Centro Nacional de Memoria Histórica, 2013, p. 13). 
A través de ésta se expresa la rebeldía de la sociedad frente a la violencia endémica, 
la impunidad y el olvido, y se ha venido transformando desde la última década en un 
instrumento que tienen las poblaciones más abandonadas y golpeadas por el conflicto 
armado para asumir, afrontar y dar a conocer a la sociedad colombiana y el mundo una 
nueva conciencia del pasado, especialmente de aquel forjado en la vivencia del conflicto. 
Por lo mismo, la creación del Centro Nacional de Memoria Histórica surgió como 
forma para contribuir al esclarecimiento de los hechos, los responsables y las condiciones 
que hicieron posible el conflicto armado en Colombia y como herramienta de contribución 
al derecho que tienen las víctimas a la verdad y a la no impunidad.  
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En este contexto de violencias, transformaciones y resistencias colectivas a partir de 
la memoria se suscribe el presente artículo reflexivo, que centra su análisis en el municipio 
de Juradó, departamento del Chocó, población a orillas del mar pacífico y limítrofe con 
Panamá, que ha experimentado sendos episodios de violencia y desplazamiento forzado en 
el marco de la confrontación armada del país. En efecto, el municipio fue víctima en 1996 
de una incursión paramilitar en Coredó que dejó más de 20 indígenas muertos; la incursión 
armada de la guerrilla de las FARC el 12  de diciembre de 1999, que dejó 24 muertos entre 
fuerzas armadas y civiles y más de 1300 personas desplazadas; y  el homicidio del alcalde 
Henry Perea en el año 2001 por parte de las FARC, entre otros, son algunos de los hechos 
victimizantes que marcaron la historia de esta comunidad (Dulce, 2013; Unidad de 
Víctimas, 2009). 
La población de Juradó, golpeada por el olvido estatal durante décadas, también fue 
víctima de un conflicto armado del que no tomaban parte. Junto a esto, el olvido de la 
sociedad colombiana se presenta como otro crimen ante las cicatrices de los juradenses, 
desconociendo que la memoria es una forma de resistencia frente a la violencia y la 
impunidad y que en Juradó se cometieron todo tipo de crímenes de guerra: “uso de armas 
prohibidas, secuestro como arma y extorsión para lograr “canjes”, la toma de rehenes y la 
tortura como “mecanismo” de guerra” (Dulce, 2018).  
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El artículo tiene como objetivo general identificar los parámetros de la Ley 1448 del 
2011, Unidad para las Víctimas, en torno a la creación del Centro para la Memoria 
Histórica del municipio para la búsqueda de la verdad, justicia y no repetición y a través del 
cual se puede definir los eventos significativos y las experiencias de las víctimas del 
conflicto armado durante los sucesos violentos ocurridos en Juradó en 1996 y 1999.  
Además, en sus objetivos específicos busca analizar la importancia que tendría para 
la población de Juradó la creación de un centro de memoria histórica para el municipio, 
esto en el marco de la verdad, la justicia, la no repetición y ante la impunidad; y describir el 
marco jurídico con el cual se justificaría la creación de dicho centro, el papel de la memoria 
como herramienta de justicia. 
En virtud de lo anterior, la pregunta que guía el desarrollo del artículo es ¿cuál es la 
importancia de la creación del Centro de la Memoria Histórica del municipio de Juradó en 
el departamento del Chocó, dentro del marco de la Ley 1448 de 2011? 
Materiales y Métodos 
Se recurre a un tipo de investigación socio-jurídica, desarrollada desde un enfoque 
exploratorio y documental, enmarcado en una concepción cualitativa. Para el desarrollo de 
los objetivos principales se hará uso de fuentes primarias, entre las que se destacan leyes, 
normas y disposiciones legales que den cuenta de la política de memoria histórica en 
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Colombia, así como informes de prensa donde se reseñen las percepciones sobre la 
violencia en Juradó, informes de la defensoría del pueblo regional del departamento de 
Chocó, Unidad de Víctimas, Restitución de Tierras, informes de agencias internacionales, 
entre otros. Además, se hace uso de la técnicas cualitativas de grupo focal y de la entrevista 
a profundidad como testimonio de las víctimas de la violencia en el municipio y la 
importancia que tiene la memoria histórica para éstas.   
Como fuentes secundarias se hará uso de estudios institucionales de gran prestigio, 
como los adelantados por el Centro Nacional de Memoria Histórica y artículos científicos 
que aporten teórica y metodológicamente al debate.  
 
Marco Jurídico 
La Constitución política de Colombia en su artículo 22, define que la paz es un 
derecho y un deber de obligatorio cumplimiento, por lo que es obligación del Estado hacer 
de la búsqueda de la paz una prioridad y un mandato constitucional (Constitución, 1991). 
Además, en el artículo 70, dice que es obligación del Estado “promover y fomentar” el 
acceso a la cultura de todos los colombianos en igualdad de oportunidades, por medio de la 
educación permanente y la enseñanza científica, técnica, artística y profesional en todas las 
etapas del proceso de creación de la identidad nacional.  
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El artículo transitorio 66 de la Carta Magna, también es clave para entender el logro 
de la paz estable y duradera (con garantías de no repetición y de seguridad para todos los 
colombianos) y garantizar en cuanto sea posible los derechos de las víctimas a la verdad, la 
justicia y la reparación.  
En lo que respecta a la Ley 397 de 1997, con esta se desarrollan los 
artículos 70, 71 y 72 y demás artículos concordantes de la Constitución Política y se 
establecen las normas sobre patrimonio cultural, fomentos y estímulos a la cultura, se crea 
el Ministerio de la Cultura y se trasladan algunas dependencias: 
Artículo 2o. del papel del estado en relación con la cultura... teniendo en cuenta que 
el objetivo primordial de la política estatal sobre la materia son la preservación del 
Patrimonio Cultural de la Nación y el apoyo y el estímulo a las personas, 
comunidades e instituciones que desarrollen o promuevan las expresiones artísticas 
y culturales en los ámbitos locales, regionales y nacional (Constitución, 1991). 
Las anteriores referencias normativas son claras en mostrar que es un deber 
Constitucional del Estado promover y fomentar el acceso a la cultura y la educación, ello 
incluye la posibilidad de que se creen centros históricos los cuales, son de gran valor para la 
educación y la cultura, no solo de la comunidad sino también de todos aquellos quienes 
estén interesados en aprender sobre la guerra que ha vivido el país, en este caso la 
experimentada en el municipio de Juradó. Por lo tanto es el Estado el que debe establecer la 
posibilidad de que se desarrolle un centro de memoria histórica en esta comunidad, con la 
finalidad de aumentar el valor cultural y conocimiento histórico de estos hechos. 
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 A mediados del nuevo milenio, el país hizo un esfuerzo para consolidar un marco 
jurídico de protección a las víctimas: el derecho de reparación, el deber de memoria, la 
reconstrucción y la preservación y acceso a archivos de memoria, que están dispuestos en 
Ley 975 de 2005, Ley de Justicia y Paz, en particular en sus artículos 7,8,56,57, 58. 
Artículo 7. Derecho a la verdad. La sociedad, y en especial las víctimas, tienen el 
derecho inalienable, pleno y efectivo de conocer la verdad sobre los delitos 
cometidos por grupos armados organizados al margen de la ley [...] 
Artículo 8. Se entiende por reparación simbólica toda prestación realizada a favor 
de las víctimas o de la comunidad en general que tienda a asegurar la preservación 
de la memoria histórica [...] 
Artículo 56. Deber de memoria. El conocimiento de la historia de las causas, 
desarrollos y consecuencias de la acción de los grupos armados al margen de la ley 
deberá ser mantenido mediante procedimientos adecuados, en cumplimiento del 
deber a la preservación de la memoria histórica que corresponde al Estado (Ley 975, 
2005). 
Igualmente, la Ley 1424 de 2010, en sus artículos 4,10, establece el mecanismo no 
judicial de contribución a la verdad y la memoria histórica, con el objetivo de recolectar, 
sistematizar, preservar la información que surja de los acuerdos de contribución a la verdad 
histórica y la reparación 
Un año más tarde vendría la Ley 1448 de 2011, con la que se reconocen los 
derechos a la verdad, justicia y reparación con garantía de no repetición y se establece las 
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bases para acciones en materia de memoria histórica, creación, objeto, estructura y 
funcionamiento de centro de memoria histórica en el país. Además, se crea el Día Nal de 
Víctimas y Solidaridad con las víctimas. 
ARTÍCULO 141. Se entiende por reparación simbólica toda prestación realizada a 
favor de las víctimas o de la comunidad en general que tienda a asegurar la 
preservación de la memoria histórica, la no repetición de los hechos victimizantes, 
la aceptación pública de los hechos, la solicitud de perdón público y el 
restablecimiento de la dignidad de las víctimas. 
ARTÍCULO 143. El deber de Memoria del Estado se traduce en propiciar las 
garantías y condiciones necesarias para que la sociedad [...] pueda avanzar en 
ejercicios de reconstrucción de memoria como aporte a la realización del derecho a 
la verdad del que son titulares las víctimas y la sociedad en su conjunto. 
ARTÍCULO 147. El Centro de Memoria Histórica tendrá como objeto reunir y 
recuperar todo el material documental, testimonios orales y por cualquier otro 
medio relativos a las violaciones de que trata el artículo 3o de la presente Ley (Ley 
1448, 2011). 
En 2018 el Congreso de Colombia decretó Ley 1922 de julio 18, que adopta las 
reglas de procedimiento para la Jurisdicción Especial para la Paz. A través de esta se busca 
garantizar los presupuestos básicos para asegurar la reconciliación y el establecimiento de 
una paz estable y duradera en Colombia, procurar la restauración del daño causado y la 
reparación de las víctimas afectadas por el conflicto armado, las garantías de no repetición 




Se realizan unos antecedentes investigativos específicamente de estudios y 
publicaciones referentes a la temática de la importancia que tiene para las víctimas las 
políticas institucionales de memoria histórica. Para la construcción de los antecedentes se 
partió de la búsqueda exhaustiva en algunas de las principales bases de datos de artículos en 
español, tal como Redalyc y Scielo, utilizando algunas palabras clave (víctimas conflicto 
armado + memoria histórica +justicia) que permitieran una delimitación y depuración para 
la identificación de los estudios más pertinentes. 
Ahora bien, la aproximación a las bases de datos evidenció que a partir de la última 
década ha proliferado las investigaciones que han centrado su atención en el estudio a la 
memoria histórica como una dimensión determinante para la justicia y la paz de Colombia. 
En efecto, estos estudios son multidisciplinarios y descentralizados y se centran en la 
problemática desde múltiples perspectivas, como género, territorialidades, etnicidad, 
crímenes de Estado, hegemonías, por lo que para fines de esta reflexión resulta imposible 
reseñarlos.  
No obstante, se han seleccionado algunos trabajos que son indispensable para el 
desarrollo de este artículo. El primero de estos es el informe ¡Basta Ya! Colombia: 
Memorias de guerra y dignidad (2013), estudio multidisciplinario realizado por el Centro 
Nacional de Memoria Histórica -CNMH-, que hace un análisis histórico y presente del 
conflicto armado en Colombia.  
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En el estudio, entre otros importantes aportes, se identifican tres funciones y usos de 
la memoria en las iniciativas de las víctimas: primero, la memoria como reclamo, 
apostando por el esclarecimiento histórico de los hechos para exigir justicia; segundo, la 
memoria una pedagogía social, buscando esclarecer y reconocer para no repetir; y tercero,la 
memoria en su dimensión reparadora, viendo en ella un espacio para la elaboración del 
duelo, una oportunidad para restablecer los vínculos sociales y un horizonte para la 
reconstrucción de lo que se perdió (p. 84).  
Hay que indicar que el CNMH y su Grupo de Memoria Histórica ha presentado los 
siguientes informes: ‘La masacre de Bahía Portete: Mujeres Wayúu en la mira’, ‘Bojayá: 
La guerra sin límites’, ‘La Rochela: Memorias de un crimen contra la justicia’ y ‘Luchas 
campesinas y Reforma agraria: memorias de un dirigente de la ANUC en la costa Caribe’, 
entre otros aportes al estudio de la memoria de las víctimas en el país. 
Otro estudio que merece ser reseñado es La memoria en la Ley de Víctimas 
en Colombia: derecho y deber de Uprimny (2012), estudio desde el Derecho, que analiza 
cómo la Ley de Víctimas garantiza el derecho a la memoria, tomando como marco teórico 
el contenido y alcance de este derecho tal como ha sido desarrollado por la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos. De igual forma la autora analiza el deber de 
memoria del Estado establecido en la Ley, concluyendo que ésta no incorpora debidamente 
la perspectiva de las víctimas. 
Para Uprimny, la Ley 1448 de 2011, como ley que fomenta la construcción de una 
memoria, se enfoca exclusivamente en las medidas de no repetición, no garantizando el 
derecho a la memoria como medida de reparación para las víctimas. Y no propone un 
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marco legal claro, obligándolas a acudir a instancias judiciales para ver satisfecho su 
derecho a la memoria.  
Cabrera (2013), en su artículo El derecho a la memoria y su protección jurídica: 
avance de investigación, plantea que “el derecho a la memoria ha sido desarrollado en gran 
medida casuísticamente por la jurisprudencia de los distintos órganos componentes de los 
sistemas regionales y universales de protección de los Derechos Humanos” (p. 188). 
Para el autor, la memoria es un derecho básico para el respeto de los Derechos 
Humanos y paso fundamental en el camino hacia la reconciliación en sociedad atravesadas 
por las dinámicas de la violencia, como la colombiana. Para mostrarlo Cabrera (2012) 
ofrece un sucinto recorrido por la evolución y desarrollo del concepto de memoria, hasta 
desarrollar un capítulo sobre el “caso colombiano”. 
En 2013, Torres publica su reflexión La memoria histórica y las víctimas,  r una 
aproximación al concepto de la memoria, y en especial al de memoria histórica en el marco 
de los procesos transicionales. En el artículo el autor muestra que la memoria puede caer en 
una diversidad de ámbitos, “desde las posiciones extremas del negacionismo de la 
violencia, hasta la minuciosa elaboración individual de la misma” (p. 164), esto porque la 
memoria se hace desde distintos actores y medios, siendo contextual y subjetiva y sujeta a 
tensiones muy fuertes entre diferentes actores. 
Por último, se reseña el estudio Bojayá: memoria y horizontes de paz de Quiceno y 
Orjuela (2017), estudio de caso de un municipio de Chocó, que sirve de ruta teórica y 
metodológica para el abordaje de este artículo. En el texto, las autoras muestran las 
dificultades que ha tenido la golpeada comunidad de Bojayá para la construcción de 
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memorias colectivas, la reparación, el restablecimiento y el perdón, también son 
emblemáticas y plantean retos y controversias. 
 El estudio muestra que los bojayaseños hacen memoria cada 2 de mayo, a través de 
la conmemoración de la masacre, un ritual religioso que es homenaje a sus muertos y 
también es un ritual político que hace énfasis en los sentidos regionales que adquiere la 
palabra olvido y las tensiones entre la memoria y la desmemoria. Bojayá es un ejemplo de 
que más que construir una versión de las memorias locales, la memoria colectiva moviliza 
las fuerzas del pasado, fuerzas que le permiten a los bojayaseños repensar su presente e 








La memoria histórica apunta a la búsqueda activa en el pasado, quiere decir ello 
que, en modo alguno, niega la conciencia individual al reconocer la naturaleza social del ser 
humano, y además, supera la “simple” retención pasiva de recuerdos a partir de nuestras 
percepciones. Por ello tiene plena aplicación cuando se trata de vulneraciones de los 
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Derechos Humanos, porque estos tienen la característica de ser acontecimientos de 
afectación individual y grupal (Cabrera, 2013).  
La memoria puede entenderse como una “memoria extendida”, en tanto es un 
“relato que confiere sentido general a un periodo”, el cual encuentra su fundamento en 
huellas y vehículos de reconocimiento del “pasado”, y las cuales son el producto de 
estrategias de dotación de sentido colectivo (Antequera, 2011). 
Dice Gómez Isa (2006): “la memoria se ha convertido en una categoría ético- 
filosófica, política y jurídica, convirtiendo al recuerdo en un auténtico deber moral, en un 
antídoto contra la barbarie y el olvido en que han caído muchas veces las víctimas de las 
violaciones de los derechos humanos más básicos” (p. 13). 
Lo anterior implica que la memoria puede plantearse como un legítimo derecho 
individual y colectivo de las víctimas, reconocido jurídicamente, que puede ser entendido 
como el derecho a entender y elaborar el pasado, de ahí que resulte fundamental en el 
campo de la justicia. Y es que el conocimiento de la verdad de los crímenes, de su difusión 
pública y de la preservación del recuerdo de la víctima, está sujeto a que la impunidad no se 
prolongue en el tiempo (Cabrera, 2013). 
En conclusión, puede decirse que el olvido histórico es el mejor aliado de la 
violencia, ya que desaparece del presente todo lo que ocurrió en el pasado, plantea Cabrera 
(2013). Por lo mismo, la reivindicación de la memoria histórica rechaza el olvido como 
objetivo y consecuencia de la vulneración de los Derechos Humanos. 
 
La Memoria Histórica Como Derecho de las Víctimas 
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En los últimos años en el país el concepto de memoria ha tomado una 
resignificación como nunca lo había tenido en la historia política nacional. La 
desmovilización de las grandes estructuras paramilitares, las sanciones contra el Estado 
colombiano por casos de falsos positivos y crímenes de estado y la reciente firma de 
terminación del conflicto armado entre el Estado colombiano y la guerrilla de las FARC, ha 
conducido a la sociedad a un importante abocamiento a reflexiones y propuestas circulantes 
sobre los episodios de violencia ocurridos, y en especial, sobre cómo fueron los hechos, 
quiénes fueron las víctimas, cómo repararlas y cómo asumir ese pasado doloso. 
En tal virtud, la memoria histórica se ha convertido en centro de estudio de los más 
importantes centros de pensamiento del país. En efecto, desde el prestigioso Grupo de 
Memoria Histórica la memoria es un elemento “indispensable” para construir “una mirada 
que sobrepase la contemplación o el reconocimiento pasivo del sufrimiento de las víctimas 
y que lo comprenda como resultante de actores y procesos sociales y políticos también 
identificables, frente a los cuales es preciso reaccionar” (Centro Nacional de Memoria 
Histórica, 2013, p. 14).  
Por tal motivo, si bien en la memoria histórica conocer el dolor de las víctimas y la 
indignación son importantes, no son  insuficientes. La memoria surge sobre el derecho de 
“reconocer, visibilizar, dignificar y humanizar” a las víctimas, los cuales son compromisos 
inherentes al derecho a la verdad y a la reparación y al deber de memoria del Estado frente 
a ellas (Centro Nacional de Memoria Histórica, 2013).  
Este derecho surge como la garantía en virtud de la cual el Estado está en la 
obligación de impulsar mecanismos para que toda la sociedad reconozca las vulneraciones 
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de los Derechos Humanos y del Derecho Internacional Humanitario. Se trata de una 
memoria con un sentido y objetivo claros: la memoria como proceso de re-dignificación de 
las víctimas de violaciones graves y sistemáticas a los derechos humanos. Como plantea 
Galvez:  
Las sociedades con pasados traumáticos se encuentran sujetas a obligaciones ético-
políticas y jurídicas. Es decir, a una ética de la memoria como un hecho social. Un 
compromiso que tiene por primer punto de atención a las víctimas y a los 
supervivientes autoridad y mirada del testigo, que “ve y desvela lo que el ojo 
humano del ciudadano contemporáneo no sospecha”. Los supervivientes no sólo 
son testimonios de un pasado que no quiere pasar, sino figuras que concentran y 
proyectan en torno a ellas una serie de valores que se incardinan en la propia 
legitimidad de nuestros regímenes políticos (Gálvez, 2008, p. 12, citado en Torres, 
2013).  
En este sentido, el derecho a la memoria surge como un requisito básico para 
avanzar en la mejora de los derechos democráticos de los pueblos. Es un derecho civil que 
las instituciones públicas tienen la obligación de legislar, desarrollar y aplicar a partir de 
políticas de “elaboración constante, pedagógica, pública, participativa y exigible 
socialmente”, enfocada a fortalecer los ejercicios de memoria pública como un bastión 
cultural de la sociedad, sobre la base de la garantía integral de los derechos a la verdad, la 
justicia y la reparación (Cabrera, 2013). 
Cabrera (2013) indica que es menester señalar que el deber de recordar no está 
asignado a las víctimas, ya que no son ellas las que necesitan recordar, sino que “las 
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sociedades son las que requieren del recuerdo como mecanismo de contención frente a las 
posibilidades de repetición de los hechos violentos”. Esto implica que desde los Estados se 
implementen proyectos y centros para la preservación de los archivos y una coordinación 
de políticas de cooperación regionales en la investigación de las graves violaciones a los 
Derechos Humanos. 
 Por lo mismo la protección jurídica del derecho a la memoria es parte importante de 
los derechos a la verdad, a la justicia y a la reparación que le asisten a las víctimas de las 
violaciones de Derechos Humanos, y se erige como principio básico para la reconciliación 
de las sociedades, como la colombiana, marcadas por las dinámicas de la violencia. 
 
Justicia Transicional  
La Justicia Transicional puede definirse concretamente como una variedad de 
procesos y mecanismos asociados con los intentos de una sociedad por resolver los 
problemas derivados de un pasado de abusos a gran escala, a fin de que los responsables 
rindan cuentas de sus actos, sirvan a la justicia y logren una reconciliación; tales 
componentes pueden ser judiciales o extrajudiciales y tener distintos niveles de 
participación nacional e internacional, incluyendo el enjuiciamiento de personas, el 
resarcimiento, la búsqueda de la verdad, la reforma institucional, la reparación colectiva e 
individual y las garantías de no repetición. 
En Colombia son muchos los doctrinantes que dan un concepto detallado de la 
justicia transicional, considerándola una clase especial de justicia o un sistema integral que 
combina la triada verdad, justicia y reparación a fin de alcanzar la paz después de varias 
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décadas de conflicto armado. Desde un punto de vista más amplio la justicia puede ser 
concebida como un paradigma de amnistías a los grupos armados generadores de la 
violencia y la guerra, enmarcada en un modelo de ecuanimidad que busca la persecución 
penal de los actores de graves violaciones de los derechos humanos, la reparación de las 
víctimas y la verdad de lo ocurrido (Uprimny Yepes et al, 2006). 
Para ello se han utilizado distintos mecanismos normativos, los cuales han sido un 
factor de motivación para mejorar los fines que persiguen la transición, ateniéndose a la 
existencia del actual del conflicto armado interno. Uno de los principales ejes sistemáticos 
que por primera vez abarcó iniciativas íntegras de verdad, justicia, reparación y no 
repetición, fue la Ley 975 que tuvo como objeto facilitar los procesos de paz, la 
reincorporación individual o colectiva a la vida civil de los miembros de grupos al margen 
de la ley, la inmersión en la sociedad de los principios de armonía, perdón y reconciliación 
a fin de lograr la paz y una consolidación de una democracia incipiente y joven. 
Posteriormente, y en virtud de las deficiencias del proceso anterior, se fueron 
creando iniciativas que incluían de manera detallada acuerdos de contribución a la verdad, 
mecanismos no judiciales de memoria histórica, y suspensión de capturas o penas para los 
máximos responsables de crímenes atroces detalladas en la Ley 1424 de 2010 (Ley de 
Orden Público). 
Así mismo, la Ley 1448 de 2011 (Ley de Víctimas y Restitución de Tierras) logró 
una mayor participación de la víctima con la extensión total del derecho a la reparación 
como eje fundamental de su espíritu, la reincorporación de los afectados a su territorio y la 
reintegración al inmueble o parcela abandonados por motivos del propio conflicto. 
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En igual sentido se expidió la Ley 1592 de 2012 (reincorporación de grupos 
armados organizados al margen de la ley), la cual hizo énfasis en un enfoque diferencial de 
postulación de los desmovilizados para la obtención de beneficios judiciales a cambio de 
contribuir con la vocación reparadora a la consecución de la paz; por otro lado, bajo el 
concepto de vocación reparadora, unificó el sistema que se venía implementado en la 
anterior normativa, consiguiendo una mayor efectividad en la restitución de los bienes 
despojados o abandonados forzosamente. 
Es posible concluir, entonces, que el modelo colombiano de justicia transicional es 
difícil de identificar, siendo compleja la agrupación de la naturaleza del conflicto; para 
lograrlo se necesita que la transición no solo englobe su desarrollo conceptual, mediante un 
análisis descriptivo de los modelos de paz basado en soluciones de conflictos vigentes, sino 
que busque un gran modelo normativo que integre todos y cada uno de los antecedentes 
jurídicos arriba referidos en la búsqueda principal de protección a las víctimas y el respeto 
de los Derechos Humanos. 
 
 
Juradó, Un Pueblo Que Navega Contra El Olvido 
En Juradó, durante la incursión paramilitar (1996) y la toma guerrillera (1999) se 
cometieron distintos tipos de crímenes de guerra: “hubo uso de armas prohibidas, secuestro 
como arma y extorsión para lograr “canjes”, la toma de rehenes, la tortura como 
“mecanismo” de guerra” y la desaparición forzada, crímenes que infortunadamente buena 
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parte del país poco recuerda (Unidad de Restitución de Tierras, 2016; Unidad de Víctimas, 
2016).  
Actualmente, se han registrado el retorno de al menos de mil personas que habían 
dejado el pueblo desde la incursión guerrillera de 1999 y el municipio ocupa el primer 
puesto en el departamento de Chocó en desempeño integral, es decir, en manejo financiero 
y administrativo. A excepción de la población que habita en los corregimientos, donde se 
encuentran enterrados las víctimas de la violencia (Unidad de Restitución de Tierras, 2016). 
No obstante al retorno de buena parte de la población a su tierra y un avance en 
materia administrativa, la Defensoría del Pueblo, citando cifras del Consejo General de la 
Costa Pacífica Los Delfines, autoridad étnica de los territorios colectivos de comunidades 
negras de Juradó y Bahía Solano, dice que “el 60 por ciento de la población originaria hoy 
está en condiciones de desplazamiento […] desarraigados ante la imposibilidad de retornar 
con garantías a su territorio” y diseminados en varios municipios de Chocó, así como en el 
Valle del Cauca y Antioquia, y en el vecino país de Panamá (Chocó, martirizado por 
expansión de ‘elenos’ y ‘gaitanistas’, agosto 30, 2018).  
La Defensoría del Pueblo en su Alerta Temprana 069-18, indicó que:  
La población civil ha sido históricamente victimizada, sin que la acción del Estado 
haya cumplido con su deber como garante de derechos para atender la crónica 
situación de desplazamiento forzado, confinamiento y adelantar los procesos de 
restitución de derechos territoriales, retorno o reubicación, a pesar de las órdenes del 
juez constitucional y de restitución (Chocó, martirizado por expansión de ‘elenos’ y 
‘gaitanistas’, agosto 30, 2018).  
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Sumado a lo anterior, en Juradó como buena parte de las comunidades negras del 
Pacífico, el narcotráfico se ha posicionado como un eslabón de las fuerzas económicas de la 
región, y punto central de la exportación del clorhidrato de cocaína a los mercados 
internacionales. En la Alerta Temprana 069-18, la Defensoría del Pueblo constató que en el 
municipio de Juradó la pista de aterrizaje en la madrugada y a altas horas de la noche se usa 
al servicio del narcotráfico (Chocó, martirizado por expansión de ‘elenos’ y ‘gaitanistas’, 
agosto 30, 2018).  
Algunas voces de las víctimas juradoseñas plantean que tras la toma guerrillera de 
1999 la comunidad no ha vuelto a ser la de antes: 
 
Pues, yo no sé si en otras partes, pero en Juradó nosotros vivíamos muy bien, 
teníamos casas bonitas y grandes y con la toma guerrillera quedó todo destruido y 
abandonado. Hoy vivimos muy mal y nadie nos reparó el daño. Pero personero, así 
nos den mil millones de pesos el dolor no tiene reparación, por ejemplo, el mío que 
me mataron a mi esposo y a mi hijo. 
 
Se establece de acuerdo a la información aportada por la comunidad, que no se ha 
dado una verdadera reparación a las víctimas y que aún se encuentran en un estado de 
abandono pues que a pesar de que se está hablando de paz y de garantías para las víctimas 
en el municipio de Juradó, estas aún no han recibido ayuda alguna y en parte siguen 
conservando temor y odio hacia sus victimarios. 
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Por otro lado, está la opinión del Cabildo Mayor de Juradó desde el que se expone 
lo difícil que fue para su comunidad toda aquella época de violencia y se manifiesta su 
profunda preocupación porque nuevamente se repitan estos hechos. Actualmente se 
encuentran haciendo resistencia, lo cual genera incertidumbre para el resto de la población 
juradoseña, ya que se puede estar hablando de la posibilidad que se acreciente la violencia 
entre paramilitares y guerrilleros. 
 
Las Víctimas en Busca de la Paz 
El derecho a la memoria ha sido estudiado por la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, ordenando a los Estados adoptar medidas para “la preservación de la memoria de 
las víctimas como parte de la reparación y también ha ordenado medidas para la 
preservación de la memoria histórica, buscando a contribuir a la no repetición de los 
hechos”. 
 Se trata de dos tipos de fines que el derecho a la memoria puede perseguir, pero el 
uno no se diluye en el otro, aunque una misma medida pueda, en ocasiones, alcanzar ambos 
fines. En palabras de Rincón, “el derecho a la memoria no colapsa en la pretensión de no 
repetición ni, por lo tanto, en las llamadas garantías de no repetición” (Uprimny, 2012, p. 
135). La misma CIDH declaró que la creación de los Museos de la Memoria resulta 
significativa para la construcción de la memoria histórica y como medida de no repetición.  
Ahora bien, en este apartado interesa proponer una reflexión sobre las acciones que 
se han realizado para la activación de diversos ejercicios de memoria histórica en Juradó, 
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acciones en las que la memoria de las acciones de las violencias emerge y es vinculada a 
demandas y momentos políticos a nivel local y nacional. 
Hay que decir que, a diferencia de Bojayá, municipio que se ha establecido en la 
memoria colectiva nacional como referente y caso emblemático de las víctimas de la 
violencia del conflicto armado colombiano, Juradó no ha contado con el mismo abordaje 
académico ni estatal.  
No obstante, lo cierto es que varias entidades estatales e internacionales vienen 
haciendo un trabajo de acompañamiento a las víctimas en el municipio en el marco de la 
Ley 1448 de 2011, esto es: en favor de salvaguardar la memoria histórica de las víctimas y 
dar garantías a la población de no repetición.  
En consecuencia, en 2014, casi 20 años después de la masacre paramilitar en Juradó, 
la comunidad indígena Embera recibió los cuerpos de sus seres queridos que habían sido 
sepultados en fosas comunes, los cuales fueron reconocidos mediante pruebas genéticas. 
Este proceso fue apoyado por Cooperación Española mediante el acompañamiento de 
profesionales en psicología y trabajo social, que les dieron el apoyo psicosocial a las 
víctimas (Acompañamiento a víctimas del conflicto en Juradó, Chocó, 2014).  
Un par de años más tarde, 2016, por primera vez desde la masacre y el 
desplazamiento masivo del 2011, la comunidad tri étnica de Juradó rindió homenaje en 
memoria a sus víctimas. El ejercicio de memoria contó con la participación de niños y niñas 
de las instituciones educativas del municipio en las actividades de pintura, música y baile. 
Durante su intervención, el alcalde municipal de Juradó, Alberto Achito Lubiasa, planteó 
que:  
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Nosotros como víctimas y como administración municipal, queremos visibilizar que 
acá se presentaron unos hechos, como desapariciones y desplazamientos forzados, 
así como homicidios y pérdidas de bienes y propiedades de nuestras familias, y lo 
que queremos es que la comunidad víctima pueda seguir con su proceso de 
reparación integral ante los hechos violentos que acá ocurrieron y que no se vuelvan 
a repetir (Unidad de Víctimas, 2016).  
Lo anterior es importante si se considera que la Ley 1408 de 2010, por la cual se 
rinde homenaje a las víctimas del delito de desaparición forzada y se dictan medidas para 
su localización e identificación, también regula la creación de lugares de la memoria 
(santuarios) y adopta varias medidas de conmemoración, pero no establece el alcance del 
derecho. En esta ley se nombra a la memoria como un derecho tan importante como el de la 
verdad y el de la vida. Así, se establece que: 
[…] Los establecimientos educativos públicos y privados y las autoridades 
nacionales, departamentales y municipales rendirán homenaje a estas víctimas [de 
desaparición forzada] esta semana [la última de mayo] con la realización de foros, 
conferencias, talleres y jornadas de reflexión referentes al derecho a la memoria, a 
la verdad, a la vida y al respeto por los derechos humanos (Ley 1408, 2010). 
Por su parte, el Consejo Comunitario Mayor del municipio de Juradó, Chocó, en 
apoyo de la Unidad de Restitución de Tierras, en el marco de la etapa administrativa del 
proceso de restitución consagrado en el Decreto Ley 4635 de 2011, adelantó la 
caracterización de afectaciones territoriales resultado de las expropiaciones derivadas de las 
confrontaciones bélicas en el contexto del conflicto armado.   
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 A partir de la identificación de las afectaciones causadas por el conflicto armado 
interno y sus factores vinculados y subyacentes, se culminó la etapa administrativa del 
proceso de restitución, buscando beneficiar a unas 682 personas, distribuidas en 170 
familias quienes ocupan ancestralmente un área de 27.118 hectáreas reconocidas en su 
título colectivo: 
Hoy estas comunidades afrodescendientes, esperan que con el proceso de restitución 
de derechos territoriales y la atención y presencia de las instituciones competentes, 
puedan acceder finalmente a la reparación integral y que el estado colombiano 
garantice el goce efectivo de sus derechos territoriales (Unidad de Restitución de 
Tierras, 2016). 
Esas articulaciones que promueven actos abiertos de memoria y los ejercicios de 
justicia histórica promovidos de manera institucional “se orientan por el deseo básico de 
comprensión, o bien por un ansia de justicia; se trata en estos casos de una decisión 
consciente de no olvidar, como demanda ética y como resistencia a los relatos cómodos” 
(Calveiro, 2006, p. 377).  
 
El Centro de la Memoria Histórica en Juradó, Una Apuesta para una Paz Estable y 
Duradera 
La Ley de Víctimas en su estrategia para la participación de las víctimas ha 
planteado que el fin de la memoria es:  
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Propiciar las garantías y condiciones necesarias para que la sociedad, a través de sus 
diferentes expresiones tales como víctimas, academia, centros de pensamiento, 
organizaciones sociales, organizaciones de víctimas y de derechos humanos, así 
como los organismos del Estado que cuenten con competencia, autonomía y 
recursos, puedan avanzar en ejercicios de reconstrucción de memoria como aporte a 
la realización del derecho a la verdad del que son titulares las víctimas y la sociedad 
en su conjunto (Ley 1448, 2011).  
En tal virtud se hace claridad que no es competencia de las instituciones del Estado 
“impulsar o promover ejercicios” enfocados a la construcción de historias oficiales 
negacionistas del conflicto o que manipulen la verdad histórica a favor de unos y en 
menoscabo de la dignidad de las víctimas. Así, como los derechos de libertad de expresión 
y pensamiento” y la prohibición de censura consagrada en la Carta Política. 
En este contexto es fundamental conocer un poco acerca de lo que las personas del 
municipio de Juradó, especialmente las víctimas del conflicto armado, piensan sobre los 
parámetros de la Ley 1448 de 2011 y  la reconstrucción de la memoria histórica como parte 
de la verdad, justicia, reparación garantía de no repetición, así mismo haciendo una 
comparación del antes y del después de la toma el 12 de diciembre de 1999, sus 
experiencias y los eventos de  los cuales hicieron parte; sobre ello obtuvimos información 
de los grupos focales de víctimas quienes no quisieron que sus nombres fueran expuestos. 
Una de sus intervenciones con respecto al tema planteado fue la siguiente: 
 
 Para nosotros es verdaderamente importante que se cree este Centro Histórico, mire 
no sé cómo fue en conflicto en otras partes, pero en Juradó es necesario que se 
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realice la reconstrucción de nuestro pasado para que vean cómo se vivía de rico 
aquí, pues a pesar de ser pobres vivíamos bien. Por ejemplo, los sábados bajaban de 
los que tenían finca a vender los productos como frutas, carne de monte y como 
todos estábamos pendiente de la llegada nos agrupábamos alrededor de las ventas. 
También en el pueblo se hacían muchas integraciones los fines de semana con 
muestras de bailes de típica y tamborito; las familias estaban unidas, pero cuando 
iniciaron a aparecer grupos como la guerrilla poco a poco todo lo bueno se fue 
perdiendo, comenzaron a llevarse jóvenes del pueblo primero a trabajar con ellos, ya 
después venían y se llevaban gente que mataban arriba o los desaparecían y muchos 
eran personas de bien que nunca tuvieron problema con nadie. 
 
Aquí se evidencia como sus tradiciones, su cultura se fue perdiendo, debido a las 
angustias y el temor a que fueran obligados a irse con ellos, a morir o a ser secuestrados, 
temores que ocasionaron que el municipio perdiera la unidad en sus familias y con ello la 
paz en la que vivían. Se puede evidenciar también con la alegría que aquellas personas 
testigos de estos hechos violentos recuerdan su antes y su después de aquella toma, aun no 
se explican por qué se ensañaron con ellos en la última toma del 12 de diciembre de 1999, 
donde se destruyó todo el pueblo, a tal punto que debieron salir con lo único que traían 
puesto a buscar refugio en otras partes como lo es el municipio de Bahía Solano, 
Buenaventura y Panamá, es allí donde empiezan aquellos desplazamientos.  
Con lo anterior, hay que indicar que la creación del Centro de la Memoria Histórica 
-CMH- de Juradó no es para servir de plataforma política o hacer apología estatal, sino que 
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responder al derecho que tienen las víctimas de recordar, no olvidar y exigir justicia y 
reparación.  
Por lo mismo, CMH de Juradó se convertirá en un medio que tendrá la población 
juradoseña para participar de manera directa de sus propias experiencias, por lo que podrán 
reunir y recuperar todo el material documental, testimonios orales, entre otros, relativos a 
las infracciones al Derecho Internacional Humanitario y violaciones de los derechos 
humanos que ellos han experimentado como comunidad.  
Además, el CMH de Juradó en concordancia con la Ley de Justicia y Paz, servirá 
para la preservación y custodia de los materiales referidos o que documenten posibles 
vulneración de las violaciones a los derechos humanos o infracciones al Derecho 
Internacional Humanitario en el contexto del conflicto armado colombiano, así como la 
respuesta estatal de dichas violaciones. Esto responde al deber de preservación de la 
memoria histórica que tiene el Estado colombiano respecto a la conservación de archivos 
para el conocimiento de las causas, desarrollos y consecuencias de la acción de los grupos 
armados.  
El CMH de Juradó pondrá la información recopilada a disposición de la comunidad, 
de los investigadores y de los académicos, por medio de actividades museísticas, 
pedagógicas, artísticas, para cumplir con los objetivos de los Centros de Memoria Histórica 
del país: “proporcionar y enriquecer el conocimiento de la historia política y social de 
Colombia”.  
El Centro de Memoria de Juradó debe estar enfocado a la sociedad colombiana para 
que se tenga conocimiento de los hechos del pasado, el fortalecimiento de la memoria 
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colectiva acerca de la historia reciente de la violencia en Colombia y como objetivo de este 




● A pesar de que se han desmovilizaron las estructuras paramilitares que operaban en 
la zona y se realizaron los acuerdos de paz entre el Estado y las FARC, la 
comunidad sigue temerosa de que pueda volver la guerra afectarlos, ya que en la 
zona siguen vigentes otros grupos insurgentes y bandas narcoparamilitares que 
siguen perpetuando la violencia en el municipio. 
● La violencia en Juradó ha afectado a la comunidad indígena Embera como a la 
comunidad negra ribereña, por lo que la memoria histórica debe convertirse en un 
instrumento para pensar la violencia desde una perspectiva pluriétnica y con 
enfoque étnico diferencial. 
● Ley 1448 de 2011 ha sido determinante para que en el último lustro la comunidad 
juradoseña haya logrado importantes avances en materia de reconstrucción de su 
memoria histórica, de conocer la verdad y acceder a la restitución de su territorio.  
● La creación del Centro de la Memoria Histórica de Juradó es necesario para 
garantizar el derecho que tienen las víctimas del municipio de recordar, no olvidar y 




● Es importante que el Centro Nacional de Memoria Histórica y su Grupo Memoria 
Histórica centren su mirada hacia Juradó y adelanten un completo informe 
interdisciplinario que analice desde la larga duración el porqué de la violencia 
endémica que victimiza a sus habitantes y un aporte a la reflexión sobre el olvido 
histórico de esta población.  
● Es menester que el Estado colombiano otorgue garantías a los pobladores emberas y 
a las comunidades negras para el goce pleno de la paz, haciendo más presencia de la 
fuerza pública como de programas sociales que compitan con las actividades 
ilegales.  
● Así mismo se deben brindar garantías de reparación y no repetición, esto se logra 
partiendo de reconocer los derechos de la población juradoseña, como también 
brindándoles un reconocimiento a quienes fueron afectados de alguna forma por 
parte de la guerra, siendo este Centro de Memoria Histórica una forma de darle 
valor y reconocimiento al municipio. 
● Hacer seguimiento del proceso de restitución de tierras que vienen adelantando las 
más de 600 personas de Juradó y dar plenas garantías de sus derechos ancestrales a 
sus territorios. 
● Se recomienda descentralizar el Centro Nacional de Memoria Histórica para que las 
poblaciones víctimas del conflicto armado colombiano administren, nutran y 
construyan su propia memoria.  
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